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I{ecurso de agmvio constitucional inlcrpucsto por doña Dom Marina Gamarra
Páredcs contra la resolución de fojas 92. de fecha 23 de agosto de 2017, expedida por la
'fcrcera Sala Civil dc la Cortc Superior de Justicia de Lima que, conlirmando la apelada,
declaró irnfrocedenle la dernanda de aulos

FT]NDAMENTOS

lln la senlencia ernitida en el Expediente 00987-20I4-P^/TC. publicada en el diario
Peruat¡c¡ el 29 de agoslo de 201,1. esle Tribunal estableció, en el

,19. con carácter de precedente, que se expedirá senlencia inlerlooutoria
a. dictada sin ¡¡ás lrá¡¡ite, cuando se presente alguno de los siguienles

uPueslos. que isualmenle es1¿in contenidos en el articulo Il del Re!¡lainento
Normativo del Tribunal Constitlrcional

Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho coÍltcnida en cl recurso no sea de especiel
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera deseslimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presenle caso. se evidencia que el recurso de agravio no está rele¡ido a una
cucstión dc Derecho de especial kascendencia constitucional. AI respccto, un
recurso carcce de esta cualidad cuando no está relacionado con el conlenido
constitucionalme¡te protegido de un derecho fundamental; cuaodo versa sobre un
as!¡nlo malerialmenle excluido del proceso de tutela de que se trala; o, llnalmenle.
cua¡do lo prelendido no alude a un asunto que requierc una iute¡a de especial
urgcncia.

l. Expresado de olro ¡lodo, y teniendo en cuenta lo precisado en el fundamenh 50 de
la senlencia ernilida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, ü¡ra cuestión no reviste
cspccial trascendencia constitucional en los siguientes casos: (l) si una lutura
resolución dcl Tribunal Conslillrcional no soluciona algún conflicto dc relev¡nei¿
constitucional, pues ¡o exisle Iesión que cornpronreta el derecho fundanlcnlal
involucrado o sc lrata de un asunto que no correspondc resolver en l¡ vi.r

¡)
b)

c)

d)

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Li¡na. 5 de novie¡¡bre de 2018
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constitucionall o (2) si no existe necesidad de llrtelar dc manera urgente el derecho
conslillrcional invocado y no nledian razones subjetivas u objetivas que habililen a

cstc órgano colegiado para enritir un pronunciamiento de fondo.

En el prcsenle caso, la demandanle solicita que se declare la nulidad de i) la
Resolución I (i l5), de fecha 17 de marzo de 2016, emitida por el Segundo
Juzgado de Paz Letrado de Jesús Maria que, al admitir la demanda sobre obligación
de dar suÍna de dinero en la vía del proceso único de ejecución que iuera
interpuesta en su contra por la Junta de Propietarios del Edificio 6 de Agosto N.'
589, dictó mandato ejecutivo para que pague la suma de S/.4 391.00; y ii) la
Resolución ¿1, de fecha l3 dejunio de 2016 (f. l7), también expedida por el mismo
juzgado, que resolvió corregir la prirnera resolución cilada (Expediente 00093-

819-JP-CI-02). Manifiesta que la Resolución I trasS.ede lo displrcsto cn el
57 del IUO de la Ley 27157 del Régimen de Unidades lnmobiliarias de

dad Exclusiva y Propiedad Común, aprobado por el Decreto Supremo 035-
2006-VIVIENDA, pues, de manera ilegal, el ¡nonto que se le ordenó pa8ar incluye
penalidades que deben cumplir con el rcquisito dc la conciliación previa; asimisrro.
señala que ilegalnlente se continúra con el trámite de Ia present(r dcnlanda, aun
cuando el .iuzgado conoce que anteriormente interpuso una demanda sobr€
olrecimiento de pago y consignación por concepto dc cuotas ordinarias de
nlantenimiento. Dn tal scntido. co¡sidera que han vulnerado sus derechos
fundamentalcs a la tutelajudicialelecliva y aldcbido proceso.

5. Al respecto se obseNa que la real prelensión de la demandante es discutir el criterio
jurisdiccional adoptado con la emisión de las cuestionadas resollrciones.
pretendiendo que esta Sala del Tribunal Constitucional funcione como una
suprainstancia.jurisdiccionalque revise las decisioncs precitadas. lo cualexcede las
competencias de la judicatura constitLrcional.

6. En efeclo. de sus escritos presentados ante el juzgado dcmandado y obranles en
aulos ¡ lojas 2l y 3,1, no se advierte que Ia rccurrente hubiese solicitado la
aplicación de Ia normatividad anles señalada. Asimismo, del Auto Final
(Resolución l3), de f¡cha 7 de noviembrc de 2017. el mismo c¡ue se visualiza en el
Sislema de Consullas de Expedientes Judiciales dcl Poder Judicial, ¡ que se

encue¡llra oonsentido mediante la Resolución 14, se evidencia que la demandante
dejó consentir la declaración de improcedencia de su pedido de nulidad de actos
procesales. así como sus posleriores pedidos de nulidad de oficio y nueva nulidad
dc oflcio. al ño heberlos impugnado. Es por ello que eljuzgado de¡nandado ordenll
llevar adelante la ejecución forzada a lin de que cumpla con pagar la suma dc S/. 2
002.00 por concepto de 13 ¡¡eses de cuotas ordinarias de mantenimiento. monlo
que deberá ser descontado si se hubiese realizado algún pago en el Expcdicntc 944-
2015, sobrc ofrccimiento de pago y consignación, y monto que no incluye lo
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adeudado por concepto de penalidades, dejando a salvo el derecho de la junta dc
propietarios para que lo haga valer en la via correspondiente. En tal sentido. al no

haberse acreditado la afectación de derecho constitucional alguno y katándosc dc
una pretensión orienlada al reexanen de lo resuelto sustcntada cn Ia mera
disconiofl¡idad, el prcscnte recurso debe ser rechazado,

7. En consecuencia, y de lo expuesto en los t'undamentos 2 a 6 r7.qrla, se veriñca que

cl presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del fundamento 49 de Ia sentencia emitida en el Expediente 0098'7-20l,4-
PA/TC y en cl inciso b) del artículo 1l dcl Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por csta razón, corrcspondc dcclarar, sin más lrámite, improccdcntc
el recurso de agravio constitucional,

Por estos lundamenlos, el 'fribunal Constitucional, con la autoridad que le
confiere la Conslil!¡ción Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para diri¡¡ir la discordia suscitada por el voto singular del
magishado lrerero Costa.

RESIIEI,V}',

Declarar IMPROCEDENTD el recurso de agravio constitucional porque la cuestión de
Derecho contenida en el recurso carece de ial tmsccndeocia constilucional

Publiquese y notifiquese.

SS,
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MIRANDA CANALtrS
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA B
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EL TRIBUNAL CoNSTITUCIoNAL CoMo CoRTE DE REYISIÓN o FALL0 Y No DE

CASACIÓN

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FEITRERO COSTA

Con la potestad que me olorga la Constitución, y con el mayor respeto por Ia ponencta

de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA,¿fC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENDGATORIA, por los fundamentos que a

confinuación expongo:

I La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Const¡tucionales como
instanoia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuest.a historia
constitucio¡a¡, dispuso la creación de un órgano .rd l?o¿, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los dercchos fundamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal dc Garantias
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdjcción
en todo el tcrritorio nacio¡al para conocer, e,¡ Nia de casació11, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para fallar en forma deflnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos cn la Con5l¡ucion

En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantias
Constituc¡onales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos ,12 al ,16, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en fo¡ma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y rcsolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar Ia deficiencia, devolverá los actuados a Ia Corte Suprema de Juslicia de Ia
República (reenvio) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tLfela antc amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tulela de dos a cuatro, a saber, habcas corpus, amparo, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución ¡o
califica eróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, e¡
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
-l'ribunal Constitucional es instaDcia de revisióñ o lallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su articulo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
def iíva ínsÍancia, las resolaciones denegútorias dictddas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas data y acción cle cumpl¡miento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de lranca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y cvalúe los alegalos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos escnciales de la Constitución, como son el princ¡pio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "ld obsenancía del debido pi,oceso ), tutela
jurisdicciorui. Ninguna persofid puede ser desyiada de la jurisdícciin
predetennínada por la ley, n¡ sonlelidd d procedimíento distinto de los pleyiamente
estdblec¡doj, ni juzgada por ótgúnos jurisdiccionales de excepció ni por
comisio e¡ especiale,t creadas al elecb cualquíera sea su denominación",
consaBrada en el dni,ulo lJa. inciso 3.

6. Como se advierte, a dif¡rencia dq Io que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a Ia última iNtancia constitucional tiene lugar por la vía del certioftti
(Suprema Cofte de los Estados Unidos), en el Perú elPoder Constifuyente optó por
u¡ órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libedad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, s€
debe abrir la vía co¡respondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta via solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
anilisi. de lo que se pretende. de lo que .e inroca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
inenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el mas
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos ¡, privados, Io cual evidencia el triuñfo de la justicia frente a la
arbitradedad.

EL DERECHo ]\ sER oiDo coMo MANI¡EsrACIóN DE LA DENfoC&{TIZACIóN Df, Los
PRocEsos CoNs IlrucroNALES DE LA LTBERTAD

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es respctuosa, como corresponde, del derecho de

M
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defensa inherente a toda persona, cuya manif¿stación pr¡maria es el derecho a se¡

oído con todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

derermincn sus derechos. intereser ) obl,g¡cione..

9- Precisamente, mi alejamicnto respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el p¡incipio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manilestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

br¡nda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a s€r oído con las debidas garantías.

ll. Cabe añadir que la participación directa de las pafies, eo defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un e¡emento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiria sobre la eslera de interés de
una persona sin pen¡itirle alegar lo correspondiente a su f¿vor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el lribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y ¡os

argumentos que justiflcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuclve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado d tratar r¡l iüdi,íduo en todo momento como
un ret dadero süjeto del proceso, en el más an¡plio se tido de este coficepÍo,, no
simplemefite como objeto del mismo"\, y que "para que exista debido ploceso legal
es preciro que un jusliciable pueda hacer yaler sus derechos y defender sus
inteleses e 

^lorma 
eJ¿ctiya ! en condic¡ones de ¡gualdad procesal con otros

justiciables'".

I Corte IDH. Caso Barreto Le¡va vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párrafo 29.
2 Co.te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del2l dejunio de 2002, párrafo 146.
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NATURALEZA PRocf,sAL DEL RECURSo DE AcR-{vIo CoNSTITUCIoNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado cn la Constitución no puede ser

desvituado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su tefotmador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Const;tución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional dc Ia libertad Ia denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso dc agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadcra csencia j uríd ica. ya que el Tribunal Constitucional no fiene competenc;a
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conlormidad con los artículos l8 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tr¡bunal Constituciona¡ no "concede" el recurso. Esla es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judic;al. Al Tribu¡al lo que le coresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fbndo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agrar io que le causa indel'ension.

16. Por otro lado, la "se¡tencia ¡nterlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y arnplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identitlcar en qué casos sc aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
afectar, entre otros, el de¡echo lundamental de defensa, en su manifestación de ser
oido con las debidas garantias, pues ello daría lug¿r a decisiones subjetivas y
carentes de pred¡ctibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
te¡drían que adivinar qué resolverá el Tribunal Conslitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

I7. Por lo demás, l?¡ ,a/is mutondis, el precedente vinculante conlenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constituc¡onal en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de Ia libertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, l¡tispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierlo, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de ios procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desviftuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justisia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los

agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la

visfa, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intcrnacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una delensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
cntraña el acceso a Ia preslación jurisdiccional, cada cual al defbnder su derecho
está dele¡diendo el de los demás y el de la comunidad qu€ resulta oprimida o
envilecida sin la protección j udicial auténtica".
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